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RESOLUCIÓN Nº12/2025
En Vitoria-Gasteiz, a 26 de mayo de 2025.
El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en el Recurso Especial en materia de contratación interpuesto por BARBARA & URIARTE ABOGADOS, S.L.P. contra los pliegos y cuadro de características que rigen la contratación, por el procedimiento abierto simplificado, del contrato de “Asesoramiento en materias de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo S.A.”.
Son partes en dichos recursos: como RECURRENTES Barbara & Uriarte Abogados, S.L.P. y como DEMANDADA Álava Agencia de Desarrollo, S.A. (en adelante AAD), siendo el órgano de contratación (OC), la Presidencia del Consejo de la sociedad pública. (expte nº 7/2025).

ANTECEDENTES DE HECHO

1º - El 31 de marzo de 2025 se publica en la Plataforma de Contratación Pública en Euskadi el anuncio de la licitación convocada por AAD para contratar los servicios de “Asesoramiento en materia de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.”, con un valor estimado de 120.000 euros y un plazo de ejecución de dos años con posibilidad de dos prórrogas anuales, poniéndose a disposición de los posibles licitadores la documentación aplicable a la contratación, integrada por el Cuadro de Características, el Pliego de Cláusulas Económico-Administrativas y el Pliego de Condiciones Técnicas. 
2º. – El 8 de abril de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Alava el recurso especial en materia de contratación, presentado por Barbara & Uriarte Abogados, S.L.P., contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato de servicios de “Asesoramiento en materia de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.”,  en el que también solicita la adopción de la medida provisional consistente en la suspensión de la tramitación del expediente de contratación, con suspensión del plazo para la presentación de ofertas.
3º. - El plazo de presentación de ofertas finaliza el 15 de abril de 2025.
4º.- En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, se solicitó al OC el expediente administrativo y su informe sobre el RE, en el que no se posiciona sobre la solicitud de suspensión del procedimiento de contratación y, si bien justifica los requisitos de solvencia técnica recogidos en los pliegos, considera procedente su modificación. 
5º.- Con fecha 11 de abril de 2025, este Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales ha dictado Resolución 10/2025, acordando la medida provisional de suspensión del procedimiento contractual, así como, la suspensión del plazo para la presentación de ofertas o proposiciones, solicitada por los recurrentes.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Tratándose de un contrato de servicios cuyo valor estimado asciende a 120.000 euros (IVA excluido), se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 44 de la LCSP para poder considerar el acto impugnado susceptible de recurso especial en materia de contratación. En concreto, son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del citado artículo— como los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la contratación — cuando se refieran -entre otros- a los contratos de servicios cuyo valor estimado sea superior a cien mil euros (art. 44.2. a).
SEGUNDO. – La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral del Consejo de Diputados 44/2010, de 28 de septiembre, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.” 

TERCERO. – El recurso se ha interpuesto dentro del plazo establecido en el artículo 50 de la LCSP, que establece que “cuando se interponga contra el contenido de los pliegos y demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante el anuncio de licitación, siempre que se haya indicado la forma en que los interesados pueden acceder a ellos”.
CUARTO. - En lo que respecta a la legitimación concurre en el recurrente el interés recogido en el artículo 48 de la LCSP, según el cual “podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del recurso”.

QUINTO. - El recurrente manifiesta que los requisitos de solvencia técnica deben guardar relación con el objeto del contrato y ser proporcionales, sin que la solvencia mínima que se exija pueda ser tal que resulte discriminatoria ni restrinja de forma desproporcionada el acceso a la licitación y por tanto la competencia. Así, alega, a continuación, que la experiencia exigida es desproporcionada y excesivamente restrictiva con la competencia, puesto que no se justifica la necesidad de que ésta haga referencia a ámbitos de superficie tan amplia y en un periodo de tiempo limitado a 7 años. El recurrente argumenta que, siendo el actual adjudicatario del contrato, prestando actualmente el servicio a satisfacción y llevando más de 40 años de ejercicio profesional especializado en materia urbanística, no cumple los requisitos mínimos de solvencia técnica y profesional exigidos. 
SEXTO. – En el informe elaborado al efecto, el órgano tramitador manifiesta que: i) el plazo de 7 años supone una ampliación con respecto a los 5 años establecidos en la licitación anterior, en la que el recurrente también participó y que no recurrió, ii) en cuanto al requisito de superficie mínima, manifiesta que no fue incluido en la licitación antecedente pero que en los pliegos actuales se ha recogido teniendo en cuenta la dimensión media de los desarrollos urbanísticos que AAD ha acometido y iii) considera procedente la eliminación de la limitación de superficie establecido y la ampliación del plazo para acreditar los trabajos requeridos, teniendo como referencia temporal la entrada en vigor de la vigente Ley del Suelo del País Vasco. 
SÉPTIMO. - Expuestas las posturas de las partes, el objeto de la controversia planteada se centra en los requisitos mínimos de solvencia técnica exigidos, su proporcionalidad y justificación. 
La solvencia técnica o profesional del abogado/a responsable del equipo, se recoge en los pliegos con el siguiente tenor literal:

Abogado/a responsable del equipo:

“A. Deberá justificar la especialización de un mínimo de cinco años en derecho administrativo, así como en procedimientos judiciales, para ello deberá presentar certificado con relación de trabajos en el que se indique fecha y trabajos realizados que lo acrediten.

B Adicionalmente, deberá presentar certificado con relación de los principales servicios o trabajos realizados en los últimos siete años en relación con el derecho urbanístico, en el que se indique fecha y destinatario, público o privado de los mismos, debiendo justificar como mínimo los siguientes trabajos:

· En materia de urbanismo: haber realizado un mínimo de dos proyectos de compensación o reparcelación.
· Haber participado en la elaboración de al menos un expediente de expropiación forzosa y redacción de al menos un proyecto de expropiación.

· Haber gestionado al menos dos Juntas de Compensación o Concertación.

· Haber formulado cuentas de liquidación definitiva.

· Constitución de al menos dos Entidades de Conservación.

· En el ámbito judicial, haber resuelto favorablemente al menos cinco procedimientos en materia de urbanismo.
Para poder admitir la experiencia en estos apartados, ésta deberá a ver sido desarrollada en ámbitos que superen 20 has.”
En relación con la proporcionalidad de los requisitos mínimos de solvencia, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha señalado que el único objetivo de los criterios de selección fijados en las Directivas es definir las reglas de apreciación objetiva de la capacidad de los licitadores permitiendo a estos justificar su capacidad mediante cualquier documento que las entidades adjudicadoras consideren apropiado. Advierte además que corresponde a la entidad adjudicadora, comprobar la aptitud de los prestadores de servicios con arreglo a los criterios enumerados (sentencia de 2 de diciembre de 1999 en el asunto C-176/98, Holst Italia). Esta doctrina impone la obligación de determinar tales criterios y, a su vez, impide que puedan ser aplicados criterios o condiciones que no han sido expresados. La necesidad de garantizar al mismo tiempo el buen fin de los contratos a celebrar, permite a los órganos de contratación asegurarse de que el empresario que concurra a la licitación reúna unas condiciones mínimas de solvencia, pero esas condiciones, que a tenor de lo dispuesto en la conocida Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea dictada en el asunto “Succhi di Frutta” puede fijar libremente el órgano de contratación, deben ser especialmente respetuosas con los denominados principios comunitarios, entre los que se reconoce la libertad de acceso a las licitaciones en condiciones de igualdad. Este requisito de proporcionalidad no trata sino de evitar que mediante la exigencia de unos requisitos de solvencia excesivos se excluya de la licitación a empresarios plenamente capacitados para ejecutar el contrato.
En consecuencia y visto el informe aportado por AAD, puede concluirse que, tanto el plazo de siete años establecido como el requisito superficial de 20 Has., no resultan imprescindibles para garantizar el buen fin del contrato y, por lo tanto, no se trata de requisitos mínimos.

Por el contrario, y como indica AAD en su informe, el propio órgano tramitador estima procedente la eliminación de ambos requisitos sin que se aprecie riesgo para garantizar el buen fin del contrato. 

A mayor abundamiento y en relación con el requisito superficial, el propio informe señala que: “Con respecto a ambos apartados ALAVA Agencia de Desarrollo, S.A. entiende que, si bien la superficie establecida es de carácter similar a la media de las actuaciones que ha desarrollado, es posible que la superficie no determine la complejidad de la actuación, pudiendo encontrar ámbitos de pequeña dimensión con aspectos que requieran un grado de solvencia técnica superior a otros ámbitos de mayor superficie”. Lo que supone un reconocimiento explícito de que el requisito superficial de 20 has. no acredita un mayor grado de solvencia técnica.

Abordada la proporcionalidad en los párrafos antecedentes, procede examinar la justificación de los requisitos mínimos de solvencia técnica o profesional. 

La letra c) del artículo 116.4 de la LCSP establece que en el expediente se justificarán adecuadamente, entre otros:
“Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y los criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato, así como las condiciones especiales de ejecución del mismo.”

No obstante, los requisitos de solvencia técnica y profesional establecidos no constan justificados en los propios pliegos, su motivación ha sido someramente explicada en el informe confeccionado al objeto del presente recurso especial. 

En este orden de cosas, el Tribunal Catalán de Contratos Públicos, en su resolución 91/2019, de 3 de abril de 2019, establece que “con carácter previo, el expediente de contratación debe contener, necesariamente, la expresión de los motivos que, con el fin último de conseguir la mejor y más eficiente solución posible para la necesidad pública planteada, justifiquen la previsión de la solvencia técnica (…) La motivación de los elementos esenciales que configuran los contratos (como la solvencia) debe ser conocida por los posibles interesados si no antes, al menos desde el momento en que los Pliegos son objeto de conocimiento por aquéllos(…)”. 
Y añade que los argumentos aportados por la vía del informe al recurso no pueden convalidar la falta de motivación previa. Por ello considera que la consecuencia de la falta de justificación en el expediente de la solvencia exigida debe ser la de retrotraer las actuaciones al momento procedimental en el que se deben efectuar las motivaciones exigidas por la legislación de contratación pública, a fin de que el órgano de contratación las justifique debidamente.
Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente
RESOLUCIÓN

PRIMERO. - Estimar el recurso especial de BARBARA & URIARTE ABOGADOS, S.L.P. contra pliegos de condiciones para la licitación de servicios de “Asesoramiento en materias de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.” y, en consecuencia, en consecuencia, anular los mismos debiendo actuarse en el sentido expuesto en el fundamento de derecho séptimo de la presente resolución. 
SEGUNDO. - Levantar la suspensión acordada por Resolución 10/2025, de 11 de abril. 

TERCERO. - Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición de los recursos, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP. 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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